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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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Accionante: 
VÍCTOR MANUEL DUQUE MOLINA
Accionado:
 NUEVA EPS
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE INFORMAR ESTADO DEL TRÁMITE A PETICIONARIO / REVOCA / CONCEDE. De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, la Sala advierte que el apoderado judicial del señor Víctor Manuel Duque Molina radicó el 26 de octubre de 2017 una solicitud en la Nueva EPS S.A. concerniente a que determinara al señor Duque Molina el origen laboral o común por las patologías “dx trastorno depresivo recurrente y dx dolor crónico y somático”, (Fls. 7 y 8),   a lo cual la Nueva EPS mediante el oficio GREC-DRM-2846-17 del 10 de noviembre de 2017 le informó al actor que debía aportar una serie de documentos para resolver su solicitud (Fls. 9-11), lo que fue acatado por el accionante el 6 de diciembre de 2017 (Fls. 12-21).

(…)

De conformidad con lo anterior, esta Sala considera, contrario a lo concluido por el A quo, que la Nueva EPS S.A. no ha resuelto de fondo la petición del accionante del 26 de octubre de 2017, ni se observa comunicación alguna dirigida al mismo o a su apoderado judicial señalando el estado en que se encuentra tal requerimiento, luego de que el señor Duque Molina aportara los documentos pertinentes el 6 de diciembre de 2017, toda vez que la NUEVA EPS tenía  hasta el 29 de diciembre de 2017 para pronunciarse de fondo, tal como lo indica el inciso 2º del artículo 17 de la Ley 1755 de 2015…

(…)

Por lo tanto, no bastaba con que la NUEVA EPS hubiera respondido al juez de primer grado sobre el trámite surtido con la petición del señor Duque Molina, sino que su obligación era haber comunicado al mismo o a su abogado al respecto, lo que no ocurrió en este asunto en concreto y en tal sentido, generó la vulneración al derecho fundamental de petición del señor Duque Molina, lo que hace procedente el amparo invocado, con el fin de cesar la transgresión a dicha prerrogativa constitucional.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL 
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiuno (21) de marzo de dos mil dieciocho (2018)
Proyecto aprobado por Acta No.0271
Hora: 3:10 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado del accionante, señor Víctor Manuel Duque Molina frente al fallo de tutela emitido el 7 de febrero de 2018 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Nueva EPS.
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1. Manifestó el apoderado judicial del señor Víctor Manuel Duque Molina que su mandante nació el 21 de enero de 1971, que con ocasión a un accidente de trabajo presentado el 8 de febrero de 2014, padeció afectación en su rodilla derecha, generando dolor crónico, para lo cual le fue realizada una cirugía con remodelación de “LCA”.

Consecuente con lo anterior, el señor Duque Molina ha presentado múltiples cambios en su reubicación laboral y por ser reintegrado con las modificaciones en el puesto de trabajo, ha tenido problemas con su empleador y en la historia clínica de psiquiatría de enero de 2016 se describe su puesto de trabajo (inapropiado o injusto) y siente “perjudicado su salario” diagnosticándole un trastorno depresivo recurrente. 
Agregó que su mandante presenta acoso laboral por parte de su empleador, puesto que lo hace permanecer de pie aun teniendo muletas, lo limita para ir al baño y almorzar, ocasionando un perjuicio en su estado anímico adicionado a su estado emocional.
Radicó un derecho de petición ante la Nueva EPS a través de empresa de mensajería servientrega entregada el 26 de octubre de 2017 bajo guía No.964489687, en el cual describe la situación laboral de su prohijado  con el fin de solicitar a esa EPS que determine el origen laboral o común de las patologías de trastorno depresivo recurrente y  dolor crónico somático. Por lo tanto, el 10 de noviembre de 2017 la Nueva EPS S.A. informó que inicia el proceso de calificación de origen por sospecha de enfermedad laboral con los mencionados diagnósticos y para ello requirió aportar una serie de documentos, los cuales fueron enviados mediante un oficio recibido el 6 de diciembre de 2017, sin que a la fecha la Nueva EPS hubiera emitido una respuesta de fondo a lo pedido, lo que consideró una vulneración a los derechos fundpamentales de petición, seguridad social e igualdad en conexidad con el derecho a la salud de su mandante.

Por lo anterior, solicitó: i) tutelar al señor Duque Molina los derechos fundamentales antes descritos y ii) ordenar a la Nueva EPS que diera respuesta clara, completa y de fondo a la solicitud de determinar el origen laboral o común de las patologías “trastorno depresivo recurrente y dolor crónico somático” al actor (Fls. 1-7). 
2.2. El apoderado de la accionante adjuntó con la demanda el original de poder para actuar dentro de este trámite, copia del derecho de petición dirigido a la Nueva EPS, y los documentos que fueron requeridos por esa entidad a fin de iniciar el proceso de calificación laboral (Fls. 8-22).
3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. NUEVA EPS S.A.
Consideró que conforme a la jurisprudencia constitucional, el derecho de petición exige el deber de dar una respuesta de fondo y oportuna, sin que ello implique la misma sea favorable a lo pretendido por el solicitante, toda vez el contenido del pronunciamiento de la administración debe sujetarse a cada caso en particular. 

Por lo anterior, solicitó no conceder la acción de tutela en contra de esa EPS, toda vez que la misma se encuentra gestionando la petición del accionante (Fls. 25-27).
Anexó copia de los siguientes documentos: i) concepto de rehabilitación favorable emitido el 30 de noviembre de 2017, ii) oficio GREC-DRM-1561-17 del 14 de junio de 2017 dirigido a ARL AXA COLPATRIA S.A. con el fin de que esa entidad calificara al señor Duque Molina, iii) el certificado de incapacidades otorgadas por la NUEVA EPS al actor y iv) certificado de Cámara de Comercio de Pereira (Fls. 28 al 32).
4. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia proferida el 7 de febrero de 2017, el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, resolvió declarar carencia actual de objeto por hecho superado con fundamento en que la petición elevada por el apoderado judicial del señor Víctor Manuel Duque Molina, se había resuelto al indicar que se había iniciado el procedimiento de calificación.  Además, consideró el A quo que con los documentos radicados por el accionante el 6 de diciembre de 2017, se volvía a activar nuevamente el término para resolver su solicitud frente a la calificación del origen de la enfermedad.  Aunado que el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral y la determinación de la posible pensión es un asunto diferente (Fls. 33 y 34).
El apoderado judicial del accionante fue notificado del anterior fallo el 8 de febrero de 2018 mediante el correo electrónico (Fl.  35).
5. FUNDAMENTOS DE LA  IMPUGNACIÓN

El apoderado judicial del señor Víctor Manuel Duque Molina allegó escrito el 9 de febrero 9 de 2018 señaló que la acción de tutela se interpuso con la finalidad de que se diera respuesta a la petición hecha por su mandante a fin de que la NUEVA EPS procediera a calificar su pérdida de capacidad laboral, trámite que consideró ha sido objeto de dilataciones por parte de la entidad accionada, y como consecuencia su mandante se está viendo afectado por este motivo.

Mencionó que el 14 de la ley 1755 de 2015 señala un término de 15  días para dar respuesta a las peticiones, el que en el caso en concreto se ha extendido más de lo estipulado, por lo que consideró que se hace evidente la vulneración al derecho de petición de su prohijado, el cual cuenta con un estado de salud y condiciones laborales que lo hacen un sujeto de especial protección.  Por lo tanto, su solicitud deber ser atendida bajo lo consagrado en el artículo 20 de la ley 1755 de 2015.
Por lo tanto, solicitó que se revoque el fallo de primera instancia y por consiguiente le sean tutelados los derechos fundamentales a su mandante a la seguridad social, al derecho de petición, a la igualdad, a la vida digna y a la protección y en esos términos, se ordene a la Nueva EPS proceda a calificar el origen laboral o común de las patologías de “trastorno depresivo recurrente y dolor crónico y somático” (Fls. 35-38).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla. 
6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  Así mismo, la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.5. De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable. Pues bien, en materia laboral el requisito de subsidiariedad adquiere una connotación particular. La Corte ha sostenido que cuando se trate de controversias relativas al derecho al trabajo, la acción de tutela en principio no es el mecanismo adecuado para debatirlas pues en “el ordenamiento jurídico colombiano prevé para el efecto acciones judiciales específicas cuyo conocimiento ha sido atribuido a la jurisdicción ordinaria laboral y a la de lo contencioso administrativo, según la forma de vinculación de que se trate, y afirmar lo contrario sería desnaturalizar la acción de tutela, concretamente su carácter subsidiario y residual”.  (Subrayas nuestras)
6.6. Sobre el derecho de petición

6.6.1. El derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior, comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La  petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario.   

6.6.2. El artículo 14 de la Ley 1755 de 2015 “Por medio de la cual se regula el Derecho Fundamental de Petición y se sustituye un título del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo” indica los términos para resolver las distintas modalidades de peticiones, así: 

“Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.
 
Parágrafo. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.”
 
6.6.3.  En la Sentencia T-146 de 2012
, ratificada por la sentencia T-487 de 2017 la Corte Constitucional se refirió al contenido, ejercicio y alcance del derecho fundamental de petición y concluyó que “el mismo constituye una herramienta determinante para la protección de otras prerrogativas constitucionales como son el derecho a la información, el acceso a documentos públicos, la libertad de expresión y el ejercicio de la participación de los ciudadanos en la toma de las decisiones que los afectan” y en dicha providencia, ese Tribunal sintetizó las reglas que se deben tener en cuenta para la protección del derecho su protección.
6.7.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.7.1.  De las pruebas allegadas con la demanda de tutela, la Sala advierte que el apoderado judicial del señor Víctor Manuel Duque Molina radicó el 26 de octubre de 2017 una solicitud en la Nueva EPS S.A. concerniente a que determinara al señor Duque Molina el origen laboral o común por las patologías “dx trastorno depresivo recurrente y dx dolor crónico y somático”, (Fls. 7 y 8),   a lo cual la Nueva EPS mediante el oficio GREC-DRM-2846-17 del 10 de noviembre de 2017 le informó al actor que debía aportar una serie de documentos para resolver su solicitud (Fls. 9-11), lo que fue acatado por el accionante el 6 de diciembre de 2017 (Fls. 12-21).
6.7.2. Por su parte, la Nueva EPS en la contestación a la acción de tutela informó al juez de primera instancia que se encontraban gestionando la petición del actor y adjuntó los siguientes folios: i)  el concepto de rehabilitación favorable emitido el 30 de noviembre de 2017 por el diagnóstico “fractura de la epífisis inferior del radio” (Fl. 28), el oficio del 14 de junio de 2017 dirigido a la ARL AXA Colpatria S.A Pereira para que el señor Duque Molina fuera calificado por el accidente laboral sufrido por el mismo (Fl. 29) y el certificado de incapacidades médicas expedidas del accionante (Fl. 30).

6.7.3. De conformidad con lo anterior, esta Sala considera, contrario a lo concluido por el A quo, que la Nueva EPS S.A. no ha resuelto de fondo la petición del accionante del 26 de octubre de 2017, ni se observa comunicación alguna dirigida al mismo o a su apoderado judicial señalando el estado en que se encuentra tal requerimiento, luego de que el señor Duque Molina aportara los documentos pertinentes el 6 de diciembre de 2017, toda vez que la NUEVA EPS tenía  hasta el 29 de diciembre de 2017 para pronunciarse de fondo, tal como lo indica el inciso 2º del artículo 17 de la Ley 1755 de 2015 que señala lo relacionado a las peticiones incompletas “(…) A partir del día siguiente en que el interesado aporte los documentos o informes requeridos, se reactivará el término para resolver la petición”.
6.7.4.  Por lo tanto, no bastaba con que la NUEVA EPS hubiera respondido al juez de primer grado sobre el trámite surtido con la petición del señor Duque Molina, sino que su obligación era haber comunicado al mismo o a su abogado al respecto, lo que no ocurrió en este asunto en concreto y en tal sentido, generó la vulneración al derecho fundamental de petición del señor Duque Molina, lo que hace procedente el amparo invocado, con el fin de cesar la transgresión a dicha prerrogativa constitucional. 
6.7.5. Se reitera que como parte fundamental del derecho de petición es que la decisión que tome la administración, en uno u otro sentido, debe ser comunicada oportunamente al particular, por ser el único interesado en la respuesta pretendida, por lo tanto, la información que se da al juez de tutela no constituye respuesta efectiva a la petición del solicitante, tal como lo señaló la Corte Constitucional desde sus inicios, sobre este aspecto, así:

“El Juez parece entender que la ya transcrita comunicación, dirigida a él y no al peticionario, es una respuesta satisfactoria que responde a las directrices jurisprudenciales invocadas en el fallo.

“La Corte debe manifestar que no es así y que, por el contrario, se encuentra acreditada la vulneración del derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la Carta Política.

“Lo que la entidad sindicada de violar el derecho de petición informe al juez de tutela para justificar la mora en la resolución o para suministrar datos sobre el trámite de una solicitud no constituye respuesta al peticionario. El sentido del derecho fundamental en cuestión radica en que sea la persona solicitante la que reciba contestación oportuna. Cuanto se haga luego ante el juez de tutela, puesto que precisamente tal acción tiene por fundamento la violación del derecho, es ya tardío e inútil, a no ser que se trate de probar documentalmente que ya hubo respuesta y que ella se produjo en tiempo, con lo cual se desvirtuaría el cargo formulado.

“Tener por contestación lo que se informa al juez, en especial si -como en este caso- se está reconociendo por el propio ente obligado que todavía no se ha respondido la solicitud, es contraevidente.

“No entiende la Corte cómo puede negarse la protección judicial del derecho cuando un día antes de resolver el Juez ha tenido a la vista la más clara prueba de la negligencia administrativa y de la vulneración de aquél.”  (Ver Sentencia T-388 de 1997, subrayas propias)
6.7.6.  A folio 39 se observa que el 12 de febrero de 2018, el  Oficial Mayor del juzgado fallador corrió traslado de la respuesta de la Nueva EPS con sus anexos al correo electrónico del apoderado del actor, lo que no releva de la obligación de la entidad accionada de responder de forma oportuna y de fondo la solicitud interpuesta por el actor, conforme a lo antes analizado.
6.7.7. Por tal razón y de acuerdo al precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional relacionado a lo largo de este libelo, se revocará la sentencia emitida por el Juez 5º Penal del Circuito de Pereira y en su lugar, se tutelará el derecho fundamental de petición al señor Víctor Manuel Duque Molina. Consecuente con tal declaración, se ordenará a la Gerente Zonal y Regional de la NUEVA EPS de Pereira o a quien haga sus veces, que dentro del término de las 48 horas contado a partir de la notificación de este fallo, resuelva de manera oportuna y de fondo la solicitud interpuesta por el señor Víctor Manuel Duque Molina del 26 de octubre de 2017, conforme a los documentos allegados el 6 de diciembre de 2017.
DECISIÓN 
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia de tutela proferida el 07 de febrero de  2018 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela interpuesta por el apoderado del señor Víctor Manuel Duque Molina, en lo que fue objeto de impugnación.

SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor Víctor Manuel Duque Molina.

TERCERO: ORDENAR a la Gerente Zonal y Regional de la NUEVA EPS de Pereira o a quien haga sus veces, que dentro del término de las 48 horas contado a partir de la notificación de este fallo, resuelva de fondo, clara, precisa y de manera congruente la solicitud radicada por el señor Víctor Manuel Duque Molina del 26 de octubre de 2017 y conforme a los documentos allegados por el mismo el 6 de diciembre de 2017.

CUARTO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión.


 


b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido.


 


c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.


 


d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.


 


e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
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